Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 12:40). 


Es un honor para la Comisión Especial de Deporte recibir al Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, doctor Jorge Díaz, a los fiscales, doctora Mariela Luzi y doctor Gilberto 
Rodríguez, como también al director de comunicación, Javier Benech. 


Sin más preámbulos, agradecemos vuestra participación y las contribuciones que puedan 
hacer. A partir de la legislación vigente y su aplicación, la experiencia de la misma y los nuevos hechos 
que han ocurrido, les consultamos si es necesario incorporar modificaciones a la normativa existente. 


La labor de esta comisión no está centrada en la patología de la cuestión deportiva, lo nuestro 
es el deporte en general —-lo que mayoritariamente practica la gente en términos de convivencia 
pacífica—, y lo cierto es que en algún sector del deporte, muy focalizado, tenemos algunas dificultades, 
que han estado últimamente en la consideración de la opinión pública. 


Los reconocemos actores importantes y con vasta experiencia. Por tanto, los aportes que nos 
puedan brindar para nosotros serán de muchísima utilidad. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera ampliar el motivo de la convocatoria. Obviamente, uno de los 
objetivos es el análisis de la legislación vigente en materia de violencia en el deporte, pero también 
pretendemos estudiar las causas de dicha violencia. 


La idea es conocer de primera mano, de los actores que han trabajado en hechos vinculados 
con la violencia en el deporte, su opinión sobre las causas, lo que está sucediendo, es decir, ir a la 
sustancia de lo que está pasando. Obviamente que no pretendemos ni por un minuto que nos hablen 
de las causas en las que intervinieron —es más, no podrían hacerlo—, sino de la situación que se está 
dando, que nosotros vemos como distinta a la que se daba antes, es decir, vemos una evolución. 
Originalmente la conducta violenta se daba en quien alentaba a su equipo contra el rival y no soportaba 
la derrota. Después pasó a ser el que intimidaba al equipo contrario y a sus hinchas para ver si de esa 
forma podía mejorar el resultado deportivo de su equipo. Luego pasó ya a la intimidación del propio 
equipo para que ganara; todos conocemos, por ejemplo, la frase «hoy no podemos perder». Y ahora 
estamos visualizando otro tipo de ilicitudes que se empiezan a dar en los campos de juego, como 
negocios vinculados a la venta de la droga; violencia contra quienes expenden bebidas, merchandising, 
o incluso pedidos de favores para alentar, presiones, etcétera. 


Entonces, la idea de esta convocatoria, además de la legislación que nos interesa mucho, es 
conocer de primera mano lo que está sucediendo como origen de la violencia, repito, sin citar ningún 
caso concreto. Nos gustaría que, como actores relevantes del sistema judicial que son ustedes, nos 
ilustren al respecto para que nosotros podamos imaginarnos la real situación y trabajar sobre una 
posible solución legal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Fiscal de Corte señor Díaz. 


SEÑOR DÍAZ.- En primer lugar, estoy muy satisfecho de estar acá porque como siempre decimos, 
para aquellos funcionarios cuya designación y permanencia en el cargo no está sometida al escrutinio 


popular, venir a esta casa siempre es una rendición de cuentas ante ustedes que son los 
representantes del pueblo. 


En segundo término, la satisfacción es doble porque por lo que tengo entendido en esta 
Comisión hay hinchas de Montevideo Wanderers; debe ser de los pocos lugares donde somos mayoría 
y hoy nos jugamos una partida por la Copa Libertadores. 


Bromas aparte, me voy a referir a las cuestiones de legislación que las podemos dividir en 
dos aspectos: preventivos y represivos. Como es notorio, la fiscalía tiene participación en todo lo que 
tiene que ver con los aspectos represivos y no con los preventivos, sin perjuicio de lo cual podríamos 
hacer algunas consideraciones sobre ese punto. 


Repasando la legislación represiva, es decir la legislación penal vigente, en una primera 
opinión no sugeriría realizar grandes cambios porque, en definitiva, todas las conductas que 
merecerían reproche penal que se pueden desarrollar durante el transcurso de un espectáculo 
deportivo ya están tipificadas como delito en nuestra legislación. Podemos arrancar desde el artículo 
145 del Código Penal que tipifica el delito de asonada y más allá de que este fiscal se ha pronunciado 
a favor de la inconstitucionalidad, la Corte ha tenido pronunciamientos contradictorios: en una primera 
instancia la Corte integrada entendió que era inconstitucional y, a posteriori, en otro caso la misma 
Corte integrada, obviamente por otros ministros, entendió que era constitucional. Fue tres a dos, es 
decir que, en definitiva, es un tema discutible, pero el delito existe y en tanto no sea declarado 
inconstitucional en el caso concreto es aplicable en los delitos contra la vida, tanto el artículo 310, en el 
caso del delito de homicidio con el agravante específico del 310 bis, que se refiere al caso de que la 
víctima sea un funcionario policial que esté cumpliendo sus funciones, u otras de los artículos 311 o 
312, como eventualmente en los homicidios especialmente agravados que pudieran acercarse a 
algunas de las hipótesis que allí están reguladas en los delitos de lesiones personales, graves o 
gravísimas con el agravante especial del artículo 320, en el caso de que sea funcionario policial. 


Los delitos contra la vida o la integridad física admiten la imputación a título de dolo, de culpa 
y de ultraintención, es decir que ahí tenemos prácticamente toda la batería de conductas posibles 
concretamente establecidas en la legislación penal. 


Después tendríamos el delito de riña, donde hay un tipo especial en el artículo 323 bis, un 
delito de riña agravado en el caso de que se dé durante el trascurso de un espectáculo deportivo con 
todo un elenco de medidas cautelares expresamente establecidas allí y que por aplicación del artículo 
13 de la Ley n.* 17.951 todas esas medidas cautelares específicas que están reguladas para el delito 
de riña agravado por realizarse en un espectáculo deportivo son además aplicables a los delitos de 
homicidio y de lesiones. 


Creo que por ese lado está cubierto. Incluso, en materia de faltas, la nueva redacción de los 
artículos 360 y 360 bis regulan las medidas cautelares y por lo tanto, nos parece que, en principio, en 
materia de derecho penal no habría que tocar nada. 


Además, alertamos a la comisión, como lo hicimos en la Cámara de Representantes, sobre 
el fetichismo normativo. A veces existe la convicción de que la aprobación de una norma jurídica tiene 
un impacto automático y la realidad se ha encargado de mostrarnos que esto no es así, hay como una 
especie de fetiche de la ley, como que la ley soluciona todos los problemas, y eso no es así. La ley 
puede ayudar, y de hecho muchas veces ayuda a resolver problemas, pero en algunos casos no incide 
directamente sobre la realidad. Muchas de las normas penales que se crean a veces terminan 
integrando lo que se conoce como el derecho penal simbólico, porque existe una resistencia de parte 
de los operadores del sistema de justicia a aplicar esas normas penales. Eso ha sido estudiado por la 
doctrina y hay trabajos muy interesantes sobre el punto que explican que la  hiperinflación penal 
muchas veces tiende a que parte de esa nueva normativa penal se termina no aplicando. De hecho, no 
tenemos estadísticas de que en este tiempo que va se hayan aplicado, por ejemplo, las faltas del 
numeral 1.2 del artículo 360. Inclusive, han sido de aplicación excepcional las normas referidas al 
ingreso de armas en espectáculos deportivos, 


En materia de prevención, como dijimos también en la Cámara de Representantes, creo que 
hay una cuestión que sí merece ser regulada. Me refiero al derecho de admisión, que en nuestro 
derecho positivo vigente no tiene una regulación a nivel nacional; existen a nivel departamental, que 
son distintas en cada caso. En el caso concreto que me tocó trabajar —no tenía nada que ver con lo 
deportivo, era un tema de acceso a un lugar público—, la regulación de la Intendencia de Montevideo no 
era lo suficientemente clara o completa y estaba un poco atrasada en ese sentido. Desconozco la 
regulación de los otros dieciocho departamentos, aunque entiendo que es una realidad muy variable. A 
mi juicio, debería regularse a nivel nacional, de una forma única y clara para todo el país. Debería 
quedar claramente establecido que existe el derecho de admisión, quién lo aplica y en qué casos se 
aplica. Tengo la impresión de que el proyecto que creo que está a estudio en la Cámara de 
Representantes —del diputado Iván Posada— va en esa línea. Obviamente, no puedo referirme a él en 
detalle, porque no lo recuerdo, pero invito a los señores legisladores a regular el derecho de admisión. 
Creo que la clara regulación del derecho de admisión nos va a ayudar a resolver un conjunto 
importante de problemas. 


Esto es lo que tengo para decir en cuanto a lo normativo. 


Con respecto a si ha variado la composición de las personas que asisten, mi respuesta es 
afirmativa: ha cambiado radicalmente, sobre todo de la que va al fútbol y al básquetbol. Eso es lo que 
surge de las sucesivas investigaciones que se han realizado a nivel de la justicia penal y en las que la 
fiscalía ha intervenido; después le voy a pedir a los colegas que se refieran a ello. Creo que allí están 
los problemas más acuciantes, sin perjuicio de lo cual me parece que el básquetbol ha avanzado 
mucho más en la prevención de este tipo de fenómenos. 


Está claro que hay gente que vive de ser barra y creo que eso ha quedado demostrado en la 
última investigación que llevó adelante la fiscalía del doctor Gilberto Rodríguez con el Juzgado del 
doctor Valetti. Cuando decimos que vive de ser barra, estamos diciendo que su profesión es ser 
barrabrava, con todo lo negativo y positivo que ello pueda implicar. ¿Qué quiero decir con esto? En 
principio, ser hincha fanático de un club y participar de una hinchada no es una conducta delictiva, pero 
lo que hemos notado es que en torno a las barras bravas del fútbol se han montado organizaciones 
delictivas. 


Hay un audio que dimos a publicidad —porque está incorporado a un sumario y, por ende, es 
público y cualquier persona puede acceder- en el que un pesado dirigente de una barrabrava, que 
estaba preso, le explicaba a uno de sus secuaces, que estaba afuera, cuál era su situación. Él les dice: 
«Yo los cuido, yo los protejo, conmigo no les falta nada, tienen para la moto, pero hace cinco partidos 
que no veo un peso». En ese momento hacía cinco partidos que ese barrabrava preso no cobraba, de 
lo que se infiere claramente que este señor recibía un pago por partido y que con ese pago se 
encargaba de cuidar a ese grupo de gente. 


Las consecuencias, además, son muy gravosas. Lo que ameritó la detonación de esa 
investigación fueron los siguientes dichos: «Como no recibimos un peso, hay que ir a la casa de los 
encargados de seguridad del club —en el shopping decían ellos; en su imaginario es donde viven los 
integrantes de las comisiones de seguridad-— y, sin avisar, de one, tocarles timbre y “ratatatata”». O sea 
que era un audio muy gráfico y violento que a nosotros, al fiscal y al juez de la causa, nos hizo detonar 
la investigación, porque evidentemente había riesgos ciertos de que sucediera algo. 


Eso es un audio que es público y está en un expediente judicial. Hay muchos otros audios que 
también se refieren a ese tema. Es decir, habría que hacer un análisis para el cual no estoy preparado 
hoy, de por qué se llegó a esa situación, pero por sobre todas las cosas porque creo que es el 
momento de cortar con eso. En esa investigación queda claramente demostrado que había integrantes 
de la barrabrava que recibían entradas, que estaban incorporados al padrón social de la institución 
para entrar gratuitamente a los partidos donde eran locatarios y que recibían dinero por partido, en 
algunos casos disfrazado —entre comillas— de dinero para los fuegos artificiales, etcétera. Eso es lo que 
nosotros podemos demostrar de lo que surge de los audios de las grabaciones de las investigaciones; 
después tenemos conjeturas o hipótesis de trabajo de futuras investigaciones —algunas de las cuales 
están en curso- que por el momento no podemos decir que estén claramente demostradas o 
probadas. 


¿Cómo revertir esta situación? Parece claro que depende muchísimo de la actitud de los 
organizadores del espectáculo y de la apoyatura que el Estado les brinde, porque también parece claro 
que es difícil que por sí solos puedan cortar definitivamente con esta situación, ¡pero la solución es 
cortar! En la medida en que estos individuos reciban dinero, prebendas o beneficios económicos por 
desarrollar su actividad, evidentemente demuestra que ya está instalado y desmontarlo implica cortar el 
circuito económico que los abastece. Mientras el circuito económico que los abastece se mantenga, 
esto va a seguir pasando. Y esto hay que decirlo con todas las letras: yo creo que ahora tenemos la 
oportunidad histórica de cortar con esto. 


¿Qué puede hacer el Estado en materia de prevención? Creo que hay distintas soluciones. 
Me parece que hay otras instituciones del Estado —que no es la fiscalía— que están involucradas en el 
tema, y francamente sentiría que estoy invadiendo la esfera de otras instituciones, como el Ministerio 
del Interior, etcétera, lo que no me corresponde hacer ni en esta ni en ninguna otra instancia. 


Si el señor presidente lo permite, sería bueno poder escuchar a mis colegas que pueden 
aportar, agregar o incluso hasta contradecirme, sobre algunos de estos aspectos que he señalado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Antes que nada, quiero agradecer a los señores senadores el recibimiento. 


Puedo aportar —creo que lo que ha expuesto el Fiscal de Corte en general cubre todo el 
espectro— algunas reflexiones que estuve recogiendo como, por ejemplo, que el derecho de admisión 
puede generar distintas relaciones. Las relaciones entre el club deportivo y los hinchas o barrabravas, 
pueden compararse con las que surgen cuando uno estudia derecho entre los delincuentes políticos y 
los terroristas, no porque los hinchas sean delincuentes, sino por la ideología que persigue este tipo de 
delincuente. El delincuente político generalmente no suele ser un peligro nada más que en el momento 
en el que trabaja para su partido. Una vez que llegó al gobierno se supone que ese delincuente pierde 
la naturaleza de tal. El delincuente terrorista es un apátrida, un individuo que generalmente no respeta 
códigos y genera y trabaja a través de la conmoción social. La impresión que me quedó de esta 
investigación —no está en nuestro ánimo ingresar en aspectos particulares de la investigación, aunque 
sí en aspectos que son públicos y conocidos—, es la siguiente: el barrabrava es un individuo que no 
reconoce códigos precisos. Creo que uno tiene la sensación de que los códigos de actuación como 
pautas de conducta o de comportamiento que tejen una relación entre el club deportivo y las barras, 
cambiaron. Inclusive, los códigos de comportamiento de uno de los hinchas o los referentes de barra — 
me refiero a Jorgito, cuyas manifestaciones han sido públicas— ponen de manifiesto una manera de 
trabajar en la que no se pretendía contener a las bandas delictivas, sino asegurar el desarrollo pacífico 
de un evento deportivo para la familia. 


Se supone que acá nadie quiere violencia, sino que lo que se pretende es tratar de establecer 
normas de comportamiento y de seguridad para poder asistir a un espectáculo público y saborear de 
un espacio de tiempo agradable para la familia, para el hincha, para el aficionado, en fin, y no tener que 
exponerse a una situación de riesgo en la que uno tiene la sensación de no saber si va a volver. Ese 
marco de comportamiento muchas veces exigía la organización interna de estas barras —como sucede 
en todas las organizaciones grupales—- por medio de ciertos referentes orientadores de estos 
comportamientos. Estos referentes son aquellos individuos capaces de poder centralizar ese 
comportamiento o aceptación de pautas de comportamiento en grupos sociales que generalmente 
terminan cometiendo lo que se llaman «delitos de muchedumbre», que son, justamente, esos delitos 
de conmoción en los que incluso la propia ley penal cambia las reglas de juego para poder castigar las 
autorías, las coautorías y las complicidades. Muchas veces los verdaderos directores o conspiradores 
de estas muchedumbres no están presentes en el momento del hecho pero la ley los castiga como 
verdaderos promotores o autores. 


Hoy día se tiene la percepción de que, de alguna manera, esas normas de comportamiento 
han ido cambiando —algo por el estilo señaló el Fiscal de Corte— en virtud de que se han dado intereses 
de juego internos entre la composición de estas masas de hinchas que provienen de distintos lugares, 
y tienen distintos intereses, por tratar de llevar a estos eventos deportivos intereses extradeportivos. Es 
así que se pone en juego el marco o el escenario para tratar de hacer ver esos intereses. 


La sensación que me quedó —luego de las manifestaciones del doctor Díaz— es que uno de 
los elementos que puede ser de gran utilidad es el derecho de admisión, ya que este no solo permite 
establecer esas pautas de prevención. En la admisión ya se generan pautas de contralor preventivo 
porque, en realidad, la represión o la sanción es a lo último que uno quiere llegar, aunque es en la 
represión o en la sanción donde uno trata de vivenciar la actuación del Estado, generalmente a través 
del Ministerio del Interior. Se supone que uno tiene que ir a las instancias previas a eso, instancias 
previas que, por supuesto, son garantizadas por el Estado a través de marcos de prevención, pero 
antes de eso a través de un marco regulatorio en el que estén estas comisiones de seguridad —tengo 
entendido que están siendo presididas por el doctor Ruibal- que tengan pautas de negociación 
distintas para tratar de detectar un problema, un germen —no sé cómo llamarlo— que ya está enquistado 
y que hay que aprender a convivir con él. Es difícil de tratar pero habría que establecer políticas de 
prevención para revertir estas conductas deformadas que nos han llevado a este estado en el cual, 
además, los códigos de comportamiento se han ido de las manos. Antes se podía acordar con el club 
para tener gente que de alguna manera cumpliera su función de hincha sin alterar la seguridad y 
generar conmoción en la gente, para que esta fuera a disfrutar de un espectáculo deportivo que, en 
definitiva, fuera una fiesta para todos; sin embargo, ahora esta heterogeneidad de masas que 
conforman las barrabravas ha generado un gran problema de negociación porque ahora no hay solo 
uno o dos referentes sino un grupo de individuos referentes, que muchas veces se cuestionan 
internamente ese poder de referencia entre las barras. Entonces, si conmigo negocian y soy un 
referente pero no soy capaz de controlar a toda la barra y mi colega es otro referente que controla otra 
parte de ella, muchas veces puede darse la situación de que yo descontrole parte de esa organización 
interna para demostrar en mi propia interna que yo tengo más poder que el otro. Creo que es bueno 
enterarse de esos problemas que están enquistados porque a veces uno tiene que conocer al 
enemigo, no para asustarse de él sino para tratar de desarrollar estrategias de abordaje; conociéndolo 
mejor, sabiendo cómo trabaja y cómo vive, puede, de alguna manera, enfrentarlo mejor. Este es el 
aporte que me interesaba realizar, agregando algunos detalles a lo que había adelantado el doctor 
Díaz en líneas generales. 


SEÑOR DÍAZ.- Hay una cuestión que es clara y que es de índole competencial de las instituciones. 
Como Fiscalía podemos opinar sobre la normativa penal represiva y, en todo caso, sugerir desde el 
punto de vista jurídico la regulación del derecho de admisión como una herramienta que va a ayudar a 
resolver los problemas. Sin embargo, más allá de que la opinión del doctor Rodríguez sobre el punto es 
autorizada en la medida en que lleva adelante una investigación, como institución no podemos sugerir 
a las instituciones deportivas las políticas que deben seguir; tampoco podemos hacerlo respecto a 
otras instituciones como el Ministerio del Interior. Eso no nos corresponde. 


En este sentido quiero aclarar algo que es importante, relacionado con el tema del 
procedimiento cuando ocurren hechos violentos o delictivos en muchedumbre en un espectáculo 
deportivo. Ahí se da una discusión sobre por qué se detienen a 200 personas y luego se liberan a 199. 
Aquí hay que distinguir las distintas fases en materia de seguridad que están muy claras. Una cosa es 
la prevención y todas las medidas que el Estado y la sociedad pueden adoptar para que el hecho 
delictivo violento no ocurra. En cuanto a la prevención está claro que podríamos llegar hasta los 
aspectos educativos porque no es solo un patrullero en la esquina sino que abarca un conjunto de 
facetas mucho más amplia. 


Una segunda etapa sería la conjuración o represión. Hay autores que utilizan la palabra 
conjuración porque parece que el término represión no les gusta mucho pero, en definitiva, se trata de 
la represión del hecho delictivo o violento en el momento en que está ocurriendo, para que cese el 
hecho y sus efectos. Otra cosa es la investigación y la sanción penal, que son dos etapas distintas. Lo 
que ocurre muchas veces es que cuando se desarrollan los hechos delictivos o violentos en 
muchedumbre, la intervención de la autoridad administrativa no está destinada a detener a aquél 
delincuente que mañana será llevado al juzgado para someterlo a juicio, sino para hacer cesar sus 
efectos. Lo que ocurre en las detenciones masivas es que por los plazos constitucionales de 24 o 48 
horas, muchas veces es muy difícil que el juez reciba una información filtrada que asegure que fulano 
hizo tal cosa, mengano tal otra y perengano, otra. Entonces, la reacción natural y obvia es que una vez 
cesado el efecto violento o delictivo, esas personas sean puestas en libertad para poder llevar adelante 
la investigación. Ambas conductas tienen fines distintos: una tiene por objeto que el hecho delictivo 
cese y, la otra, la detención con miras a una investigación o a una imputación penal. 


Muchas veces, en el fárrago de discusiones en las que participan personas que no tienen 
formación jurídica, probablemente estas cosas se entreveren. Por eso, es bueno aclarar que muchas 
veces, cuando se detiene a una persona, el policía que la lleva a la unidad policial ni siquiera sabe por 
qué la detuvieron, ya que el procedimiento lo hizo otro policía. Eso no significa que haya una ineficacia 
del sistema de investigación y represión penal, que funciona después. Me parece importante aclarar 
todo esto porque esta es una afirmación que se reitera, sobre todo a nivel de la opinión pública, que se 
pregunta cómo si se detiene a 200 personas, luego son liberadas 199. No es porque al juez que 
intervino no le importe, lo que sucede es que con los elementos que tiene en ese momento, tiene que 
disponer la libertad y continuar luego con la investigación. 


SEÑOR PINTADO.- Hay una parte que no entendí de la reflexión del Fiscal y también me gustaría que 
se hiciera una aclaración con respecto a lo del delincuente político, que llega al gobierno y deja de ser 
delincuente. Quisiera saber a qué caso está referido, porque esto implica un debate que puede tener 
consecuencias complejas. No quiero que esto quede sin aclarar porque luego en el debate político se 
usa todo. Pido que se aclare este punto, más allá de que por ahora no estoy involucrado en ninguna de 
esas cosas. 


También confieso que me llama la atención que en algunos hechos —muy notorios, de 
asesinato de personas- los protagonistas no se encontraban dentro de los segmentos que la sociedad 
podría catalogar, a priori, prejuzgando, como los de mayor incidencia. Por el contrario, se trataba de 
docentes de Secundaria que vivían en barrios como Pocitos, donde la gente no se asocia con una 
organización delictiva, más allá de que está mal que uno haga esa clasificación. 


Asimismo, quisiera saber si se ha investigado qué es lo que lleva a una persona a cometer 
este tipo de delitos, como consecuencia de formar parte de una hinchada, de una barra. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- El ejemplo del delincuente político y del delincuente terrorista es uno de los 
típicos casos que uno da dentro de la academia, en derecho penal. No se trata de politizar el ejemplo, 
sino de pautas de comportamiento, de códigos de actuación, que se tienen para tratar de identificar lo 
que es un hincha -—un aficionado, parcial de su equipo deportivo- que en general actúa 
apasionadamente, pero en el contexto del interés de su equipo. Desde el punto de vista académico, 
uno lo asocia con el llamado delincuente político. Lo que se pretendía decir era que el delincuente 
político era un delincuente común, sobre el que uno se pregunta a quién perjudica. El comportamiento 
que orienta a un delincuente de ese tipo no genera ningún perjuicio, como no lo genera, normalmente, 
el hincha. Como dije, el hincha es un aficionado, un apasionado que muchas veces se puede 
desbordar, pero que quiere el bien de su equipo y contribuye al desenvolvimiento del evento deportivo 
dentro de los márgenes normales. 


Desde el punto de vista académico se suele decir que el llamado delincuente terrorista —creo 
que está definido en el artículo 14 o 15 de la Ley n.* 17835 no reconoce un referente, sino que actúa 
por impulsos de mera filosofía, que lo llevan a la persecución de un fin que generalmente no tiene una 
orientación. En lo personal, en la investigación me quedó la percepción de que eso es lo que orienta al 
barrabrava. Me parece que este, por los intereses que muchas veces tiene en juego, se va de lo que es 
el interés general de su equipo; no busca la satisfacción o el beneplácito de su equipo porque es una 
persona que no responde a nadie. La idea era que dentro del ámbito policial se continuara investigando 
cuál es la génesis o ese problema que hay dentro de estas barras, es decir, qué es lo que se genera 
cuando ocurren hechos anteriores. Como refería el Fiscal, hay un audio público en el que se dice que 
si no les pagan van a hacer tal cosa; momentos después aparecía alguien sacándose fotos con un 
carrito de ventas y luego vino el evento de la garrafa.Y con posterioridad tenemos lo que ocurre con los 
llamados ajustes de cuentas. ¿Qué nivel de conexión hay entre estos hechos? Eso es motivo de 
algunas líneas de investigación que, inclusive, comprometen dos o tres investigaciones policiales que 
están situadas en distintas sedes judiciales. Por tanto, se está trabajando sobre este tema y, 
obviamente, el asunto está en el ámbito presumarial y de investigación, lo cual hace un poco a la idea 
policial de querer saber. Y, justamente, la idea es ir a las causas y no a las consecuencias. 


Reitero, uno se tiene que sentar a meditar y pensar cómo se puede llegar a abordar — 
probablemente puedan ser elementos fundamentales estas comisiones de seguridad— y establecer 
este margen o ámbito de comunicación entre las llamadas barras o los hinchas, de manera de 


restablecer esa alianza de convivencia y entender cómo se puede llegar a estas pautas de 
comportamiento que muchas veces están fuera del juego. Muchas veces lo que llega al partido no es lo 
que se ve ahí, sino que es producto de cuestiones anteriores o posteriores y ese debe ser el debate 
que hay que dar para tratar de conocer qué es lo que se pretende y cómo prevenirlo. 


SEÑORA LUZI.- Agradezco la invitación. 


Comparto lo expresado por el doctor Díaz en cuanto a que no es necesario agregar, desde el 
punto de vista jurídico-legal, ningún delito más, ni seguir penalizando situaciones porque nuestra 
legislación se adapta perfectamente a este tipo de hechos. Por tanto, creo que sería contraproducente. 
Me parece que es cuestión de aplicar lo que ya tenemos. 


Con respecto al tema de la violencia, de la violencia en el deporte —que es lo que el senador 
cuestionaba—, considero que esta ya es general. Ahora estamos en este caso puntual, con lo que 
sucede con las barras bravas, pero nuestra sociedad, como también sucede a nivel mundial, ha 
cambiado. No es algo que ocurra solo aquí, basta con ver las noticias, y no es que nosotros seamos 
los mejores o peores del mundo, sino que estamos viviendo en una sociedad violenta. Y ya no se trata 
de la sociedad occidental u oriental, sino que todas las sociedades están siendo cada vez más 
violentas. 


Lamentablemente, este grupo de gente, como bien dijo el doctor Rodríguez, ha trascendido lo 
que originariamente significaba ser un hincha, y ahora están usando el deporte. Hoy es el fútbol; el día 
de mañana no sé qué puede llegar a ocurrir. Todos los lugares de esparcimiento que tenía cualquier 
ciudadano común hoy se han convertido en una zona de peligro. La gente hoy no solamente no quiere 
ir a ver fútbol porque están las barras bravas, sino que ni siquiera quiere ir a una plaza con los 
chiquilines. 


Es un tema de la sociedad toda, pero cada uno tiene que trabajar desde la función en la que 
está. Nosotros, como operadores de la justicia, ante los hechos delictivos tenemos que encargarnos de 
disponer y calificar la responsabilidad penal y actuar en función de eso. Los legisladores aprobarán las 
leyes y regularán. El Ministerio del Interior tiene su función protectora. Entonces, todos tenemos que 
tomar conciencia y es importante que también apuntemos a la educación. Eso es algo que no debe 
perderse de vista. Todos tenemos que reeducarnos en la medida de lo posible en cuanto a encarar 
esto como un hecho concreto y no hacer hincapié solo en lo que pasa un domingo en un clásico. Creo 
que hay que ser conscientes de lo que está pasando en todos los lugares. 


No es justo para el ciudadano uruguayo que esté teniendo miedo. No tiene derecho a ir a caminar por 
la rambla tranquilamente a cualquier hora, no tiene derecho a ir con sus hijos a una plaza ni tiene 
derecho, como decía el doctor Rodríguez, a ir a ver un espectáculo deportivo o ir a ver carnaval, por 
ejemplo. La idea es que uno pueda salir a cualquier hora y caminar tranquilo por su ciudad. Creo que a 
eso es a lo que tenemos que apuntar todos. Me rechina la violencia desde todo punto de vista; es a 
eso a lo que quiero llegar. 


En cuanto a la criminalidad, ha cambiado desde que yo era chica hasta ahora. En mi caso, 
hace más de veinticinco años que estoy en la Fiscalía y puedo decir que los delitos han ido 
evolucionando. La sociedad uruguaya ha ido evolucionando para bien y para mal en algunas cosas, 
porque ha crecido. Hay otras realidades, hay otros delitos, y vamos a tener que ver todos cómo 
hacemos para reencauzar el tema y poder tener la sociedad que merecemos todos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Ante todo quiero agradecer a nuestros invitados por la información que nos 
han dado. 


Creo que no está en la cabeza de nadie seguir pensando en una inflación de delitos y de 
penas, pero lo que sí uno trata de entender es por qué no estamos dando respuestas. Tenemos claro 
que las soluciones no pasan únicamente por inventar nuevas figuras penales o reformarlas, sino en 
primer lugar por entender qué es lo que estamos viviendo. 


Había anotado unas preguntas antes de que hablaran y algunos temas fueron tocados 
tangencialmente, pero quizás podríamos profundizar en algunos aspectos. Por ejemplo, se habló de las 
listas de admisión, que ahora parece ser que es la nueva solución mágica que va a resolver todos los 
problemas, y ojalá así sea. Pero cuando uno habla de listas de admisión, enseguida se pregunta a 
quién se coloca en ellas, quién las elabora, qué derecho tiene un ciudadano que está mal incluido en 
una lista de admisión para defenderse. ¿Debería una ley determinar la forma en que se es incluido en 
una lista y por quién? En las normas militares hay una sanción por el mero hecho de participar en un 
incidente violento en la vía pública, sin importar si uno fue agredido. Entonces, supongamos que uno 
está sentado en la tribuna, se agarran cinco o seis alrededor y uno se defiende. ¿Lo incluyen por ese 
motivo en la lista de admisión? ¿Quién? ¿Un juez? ¿A solicitud de un fiscal? ¿El derecho de admisión 
lo tiene el que organiza el espectáculo y este puede prohibirle a cualquiera ir a ver al seleccionado 
uruguayo de fútbol o al club del cual es hincha, pese a que no incurrió en ninguna conducta? ¿No 
debería ser una sanción que pudiera solicitar un fiscal y aplicar un juez? Hoy, a veces, la condena es 
que el día del partido de fútbol de su equipo el ciudadano debe presentarse en la comisaría. 


¿No debemos analizar el tema de la prueba y los medios probatorios? Entendí la disquisición 
que hizo el fiscal de corte entre el hecho de que la policía detenga para evitar la violencia o detenga 
para iniciar un proceso penal, pero ¿la policía puede detener a alguien que no está cometiendo un 
delito para frenar un hecho delictivo? ¿Acaso cuando detiene a una persona es porque lo ve 
cometiendo un delito o porque está en una actitud sospechosa? Si lo detiene para evitar un delito ¿no 
necesitaría por lo menos tener la semiconvicción de que es por eso? Me preocupa que la 
policía diga: «Vamos a detener a un ciudadano no con el fin de someterlo a un proceso o una 
averiguación, sino para ver si efectivamente está cometiendo un delito, para evitar hechos violentos» 
pero, ¿cómo? ¿Y si no estaba cometiendo un delito? Junto con esto me pregunto ¿y la prueba? ¿No 
deberíamos analizar el proceso penal? Es un hecho que detienen a 50 y liberan a 60 y eso desprestigia 
al propio sistema, hace que los medios de comunicación y los propios ciudadanos miren y digan: 
«Detuvieron a 50 y no metieron preso a ninguno». Es más; alienta a los que cometen desmanes, a que 
digan: «¿Qué te puede pasar? Que vayas un rato a la comisaría y después te larguen». ¿No debería 
penalizarse la entrega de entradas —hay un proyecto de ley— y de dinero a los barrabravas? ¿Sí o no? 
El dirigente de fútbol pese a que se firmó un convenio entre el Poder Ejecutivo, la Intendencia y la 
Asociación Uruguaya de Fútbol, en el que todos se comprometieron a no entregar entradas ni dinero a 
los barrabravas, continúa haciéndolo. Hoy no tiene sanción, salvo que se diga que se entrega entradas 
para que se cometan delitos imposibles de probar o que se diga: «Usted entregó entradas y debió 
haber previsto que facilitaba el hecho de que se cometiera delito». Difícil prueba, creo yo. No me 
gustaría ser el fiscal que lleva esa acción frente a un juez. ¿No debería analizarse? 


Tengo una duda. El Fiscal de Corte mencionó muy bien, y con razón, algo que escuchamos 
todos: los audios. Después de los últimos hechos hemos escuchado audios, hay uno que es público. 
¿Deben ser públicos esos audios? ¿No se deben revelar exclusivamente con autorización del juez? 
¿Cómo se hicieron públicos? ¿El juez lo autorizó? Supongo que el juez antes de hacerlo público le 
pregunta al fiscal. ¿El fiscal fue consultado? ¿Se debería regular la publicación? Creo recordar —de 
cuando hace muchos años estudiaba derecho— que mientras está el presumario nada es público, 
después de transcurrido un año recién ahí lo es. Son todas preguntas y lo que destaco es que me 
pareció muy interesante el concepto de que hay nuevos intereses internos en juego —es verdad—, una 
mezcla enorme del interés deportivo de ganar, de lucrar y de encontrar una forma de vida a partir del 
delito. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Antes que nada, quiero decir que es bien interesante todo lo que han 
aportado. A mí me queda claro el concepto que ustedes plantean en cuanto a apuntar al derecho de 
admisión como tema central a regular. 


De todas maneras, me interesa analizar los temas de violencia desde la experiencia de 
ustedes en el juzgamiento de distintos casos. Hago acuerdo con lo que decía el doctor Rodríguez: no 
se reconocen códigos precisos, y esto lo podemos extender al resto de la sociedad en cuanto a los 
temas de violencia. 


En ese sentido, quiero hacer algunas preguntas. Por un lado, hay grupos específicos con 
intereses totalmente desvinculados de los deportivos de la institución a la que «pretenden defender» — 
entre comillas- o con la que se apasionan. A la vista está que, como consecuencia de ello, hay 


resultados deportivos totalmente adversos. Es decir que uno de los grupos está relacionado con el 
interés específico por el negocio que se instala; en ese sentido, los audios escuchados muestran 
claramente la sustentabilidad del negocio en sí mismo. 


Después hay otro tipo de episodios en los que la convocatoria está supuestamente vinculada 
a la pasión deportiva, pero que trasciende el momento de apasionamiento. Un ejemplo de ello es el 
doloroso y tristemente conocido asesinato del joven en Santa Lucía. Se trata de gente que se 
desplaza desde Montevideo y como decía el senador Pintado, pertenecientes a capas medias de la 
sociedad, con un determinado nivel de educación. Ahí la violencia toma otra dimensión que, como bien 
decía la doctora, nos hace hablar de una sociedad violenta en sí misma. 


También quiero plantear como interrogante el rol de las redes y las posibilidades que existen 
en ese sentido. Personalmente, lo viví en mis tiempos de intendente, ya que tuve que suspender un 
evento deportivo —en ese caso de fútbol de salón— por la existencia de una convocatoria a desplazarse 
50 kilómetros a Canelones para ir a la «guerra». Entonces, ahí ya no se trata del interés del negocio, 
sino de la sustentabilidad de una barra en función de la violencia en sí misma. 


Por otra parte, quisiera preguntarles la dimensión cualitativa. Uno tiene la idea de que si lo 
medimos cuantitativamente el número se acota en los espacios públicos que se usan en este caso; 
estamos hablando del Estadio Centenario, de los dos centros deportivos de las instituciones grandes, 
del básquetbol —donde se ha ido superando para bien— y no mucho más. O sea que lo cualitativo tiene 
que ver también con lo cuantitativo y me parece que es bueno abordarlo. 


Asimismo, como decía la doctora, se trata también de la conquista del espacio público, de la 
defensa del espacio público como lugar de encuentro y no como lugar de marginalidad; de hecho, en 
algunos lugares lo perdimos. Al mismo tiempo, cuando la sociedad participa o se expresa 
colectivamente, el negocio de la violencia en sí misma queda al margen. Ejemplo de ello es que 
cuando juega la selección uruguaya concurren 50.000 personas que pueden ir con total tranquilidad. 
Entonces, me gustaría saber cómo se vincula esto a los temas de educación. 


Planteo todo esto para ir a las causas, pero a partir de la experiencia de ustedes en el análisis 
particular de cada uno de los episodios, y me parece que el aporte que ustedes han hecho es bien 
significativo. Creo que hizo bien el presidente en aclarar la categoría de delincuente político porque nos 
generó cierta interrogante y nos retrotrajo a determinadas épocas y por eso hizo bien el doctor en 
separarlo del tema. 


SEÑOR PINTADO.- Este debate tiene que ver con algunos aspectos señalados por el señor senador 
Carámbula en cuanto a la calidad, la cantidad y el grado. A propósito del homenaje a Seregni, algún 
legislador comentó que venía armado al Parlamento. No da cuenta de una sociedad muy pacífica si 
alguien tiene la necesidad de venir a un debate armado, más allá de que no hubo episodios mayores 
que llevaran a eso. Entonces, me gustaría saber si existen indicadores que puedan medir si hay más o 
menos violencia o si lo que hay es un cambio en la calidad de la violencia. Porque lo que se dice uno lo 
percibe. Pero, además, cuánto podemos ser influidos por todo lo que se dice, porque el efecto de la 
propagación también existe. Cuando un periodista deportivo dice que nos estamos jugando la vida está 
motivando algunos resortes que como dice la fiscal tienen que ver con la educación. Si uno no tiene 
educación no hay filtro, es directa la comprensión, y ahí la responsabilidad es de todos. Entonces, 
concretamente pregunto: ¿existen indicadores que puedan medir cómo ha evolucionado la violencia si 
es en calidad o en cantidad? 


SEÑOR DÍAZ.- Voy a empezar por el final. 


En materia de indicadores de violencia basta el análisis de la cifra de los delitos que se 
cometen en el país y la categoría de los delitos para rendir cuentas que existe un incremento en la 
violencia. En el Uruguay ha aumentado el número de homicidios. La tasa media histórica era de 4% o 
4,5%, y hoy estamos por arriba del 6%, es decir, hay un incremento en el número de homicidios que 
ocurren en el país en los últimos años. 


SEÑOR BORDABERRY.- Es de 6,8% y 11,2% en Montevideo. 


SEÑOR DÍAZ.- Los delitos contra la propiedad crecen, pero sobre todo los cometidos con violencia; 
eso da cuenta de que estamos en una sociedad más violenta. Con respecto al análisis de las causas 
de los delitos de homicidio, debemos dar cuenta de que el incremento es sustancial. En Uruguay, gran 
parte de ese incremento tiene como punto de partida los casos de violencia de género, lo que habla de 
la calidad de las causas por las que ha aumentado la violencia. 


Durante muchos años fui juez penal en el interior, por ejemplo, Paysandú, y podía pasar 
mucho tiempo en que no había una rapiña. Todavía hay algunos departamentos en el interior donde 
hay cuatro o cinco rapiñas por año como es el caso de Treinta y Tres donde hubo 6 casos el año 
pasado. En la zona metropolitana —que es donde se concentra la mayor cantidad de delitos— se 
cometen rapiñas para obtener bienes de valores absolutamente insignificantes. Eso habla de una 
sociedad mucho más violenta. 


Podemos ingresar a otros tópicos y ver que existe una directa relación entre el incremento de 
esa población carcelaria y el aumento de la violencia de los delitos contra la propiedad, pero 
entraríamos en un terreno donde tendríamos que hablar largo y tendido, y esta no es la oportunidad. Sí 
podemos decir con certeza —teniendo en cuenta los índices de cantidad y calidad de delitos que se 
cometen en el Uruguay— que hoy vivimos en una sociedad más violenta. También podemos decir que 
este no es un fenómeno característico del Uruguay, sino que abarca a todas las sociedades, y hasta 
podemos decir que somos una de las sociedades menos violentas de América Latina, lo que no 
significa que si nos comparamos con nosotros mismos, la situación hoy está bastante peor. Eso en 
cuanto a los índices. Entonces, no es una percepción sino que es algo que se mide con indicadores. 


Con respecto a la pregunta jurídica relacionada con los audios, quiero recordar que uno de 
los artículos de la Ley n.” 18.494, que regula el procedimiento de vigilancia electrónica —creo que es el 
artículo 4% o el 5”—, establece claramente que un proceso de vigilancia de este tipo, quien selecciona el 
material que se incorpora al proceso es el juez de la causa, que en un sistema inquisitivo, es el que 
dirige la investigación. Una vez que una persona está sometida a proceso e investigada, todo el 
material colectado —y no solamente el seleccionado por el juez, que es el que se incorpora al 
expediente— se debe poner a disposición de la defensa, a los efectos de que esta pueda realizar un 
control y solicitar que parte de ese material, que no fue dispuesto por el juez que se incorpore, sea 
incluido. Lo demás, permanece en reserva y la razón del artillero es que en una investigación casi 
siempre se colecta un volumen de información que tiene que ver con la vida privada de las personas y 
que no dice relación con los hechos investigados por lo que no se incorporan al proceso y permanecen 
en reserva. El juez es quien debe tomar la decisión. En el caso de los audios que escuchamos, se trata 
de material que está incorporado a un expediente judicial que está en la etapa de sumario y, por lo 
tanto, es de conocimiento público. 


Los audios que no son seleccionados por el juez para ser incorporados a ese expediente 
permanecen en reserva, previo control eventual de la defensa. Esto es lo que dispone la regulación 
legal, pero los señores senadores me conocen y saben que no me gusta dejar cosas sobrevolando o 
subyacentes y creo entender la pregunta del señor senador Bordaberry, relacionada con los audios de 
una investigación que quedó en etapa presumarial y se archivó. En esta instancia, podemos decir que 
hay una resolución judicial que dispone que esos audios se mantengan en reserva y, por lo tanto, no 
podemos referirnos a ellos, porque forman parte de un proceso y estaríamos violando una disposición 
judicial. Eso es lo que dispone la ley y nosotros nos atenemos estrictamente a ella. 


En cuanto al derecho de admisión, no creo que sea una solución mágica pero sí un 
instrumento más con el que hoy no se cuenta y que puede colaborar a solucionar este problema. En lo 
personal, no creo en las soluciones mágicas para ningún aspecto de la vida pero entiendo que esto 
puede ayudar. Respecto a quién lo ejercería y cómo, creo que tenemos que partir de la base de cuál es 
la naturaleza jurídica de lo que estamos hablando. Se trata de un espectáculo público organizado por 
un privado, que se realiza a través de la venta de entradas. El organizador de un espectáculo de fútbol, 
básquetbol, rock o un baile, es un privado y, por tanto, es el que decide quién entra y quién no. En todo 
caso, lo que puede hacer el Estado es cooperar con ese organizador y evitar que la persona que el 
organizador no quiere que ingrese por alguna razón, no lo haga. 


No me quiero quedar aquí, porque el señor senador Bordaberry planteó algo muy interesante, 
respecto a cómo se realiza ese proceso para determinar quiénes pueden estar incluidos en esa lista y 
qué recursos tienen los que figuren allí. Respecto a esto, la ley podría regular dos sistemas: uno de 
selección previa, es decir que antes de ser incluido en la lista se pueda recurrir o uno de recurso 
posterior. Este último me parece el más saludable porque luego de que el organizador determina que 
un grupo de personas con nombre y apellido no puede ingresar, en base a determinados parámetros u 
objetivos previamente establecidos, si una de esas personas considera que no cumple con alguno de 
esos parámetros, se le habilita un recurso administrativo o judicial para ir contra esa decisión. Entiendo 
que el mecanismo previo sería bastante más engorroso. De todos modos, las dos opciones son 
posibles y habría que estudiar las bondades y dificultades de ambas. Sin embargo, no podemos perder 
de vista que se trata de un espectáculo público organizado por un privado. Por lo tanto, no podemos — 
porque creo que lindaríamos la constitucionalidad— decir a la autoridad policial si ingresa o no a una 
determinada zona. 


Creo que darle a la autoridad administrativa la potestad de decidir que un ciudadano pueda 
ingresar o no a determinada zona, sin que exista una orden judicial, puede ser una herramienta 
peligrosa. 


Sé que detrás de todo está el tema de que los dirigentes de los clubes, y lo voy a plantear 
porque no me gusta eludir el debate. Antes ellos decían que no podían identificarlos pero ahora quedó 
probado —por lo menos en una investigación— que si podían saber quiénes eran para incorporarlos al 
padrón social y que entraran gratis, también podían ponerlos en una lista que dieran a las autoridades 
para que estas les permitieran o no el ingreso. Acá no hay un problema de identificación; lo que sí 
puede haber es temor de elaborar esa lista, que en parte es entendible, por lo cual tendría que actuar 
la autoridad estatal. Es más, creo que tendríamos que actuar la sociedad en su conjunto  —públicos y 
privados— para evitar esa situación, porque si actuamos con temor, las respuestas no van a ser las 
adecuadas. 


Insisto: ¿Quién? Está claro que es el organizador ¿Qué puede hacer el Estado? Apoyar, 
ayudar, establecer los procedimientos de incorporación, que pueden ser previos o posteriores. Podría 
establecerse, incluso, un recurso similar al de amparo, por ejemplo, que es rápido, eficaz y eficiente, 
para alguien que esté incluido en alguna lista, y esa lista debería ser elaborada en base a parámetros 
objetivos. Hasta ahí estamos de acuerdo: tienen que estar claramente establecidos cuáles son los 
criterios por los cuales el organizador puede incluir o no a alguien en esa lista. No soy partidario —esa 
fue la intención del legislador cuando aprobó la ley sobre violencia en el deporte y por eso ya quedó 
establecido— de que la prohibición del ingreso sea consecuencia de un procedimiento judicial. Nuestra 
historia reciente ha demostrado que ese procedimiento no ha funcionado porque, en general, los 
operadores del sistema de justicia penal tienen la concepción arraigada de que el derecho penal es la 
última ratio que debe ser utilizada para los casos más graves, y demás. Entonces cuando se le 
imponen este tipo de soluciones desde el sistema legislativo, el segmento judicial generalmente las 
rechaza y busca las cortapisas para no aplicarlas. 


Con relación al planteamiento que hizo el señor senador Bordaberry sobre la detención, el 
tema es que en el momento en que se están desarrollando los hechos, a veces la policía tiene que 
intervenir hasta para separar a un grupo de gente que se está enfrentando. Sé que la Constitución de 
la república indica claramente que una persona solo puede ser detenida in fraganti delito y por orden 
escrita del juez competente, pero en esa etapa de conjuración, que es inmediata, es rápida, el objetivo 
de la autoridad que interviene en ese momento es que pare. El policía no es un observador externo 
que piensa «a este voy a detenerlo porque mañana voy a llevarlo al juzgado», sino «tengo que 
detenerlo para que esto pare». Estoy de acuerdo con que al día siguiente, al considerar las cifras, 
estas desprestigian al sistema de justicia por detener a equis cantidad de personas y solamente sean 
llevadas a juicio un número sustantivamente menor. También es cierto —y fue lo que pasó en la 
investigación que tenía el doctor Gilberto Rodríguez— que muchos de los que fueron liberados el día 
domingo en la noche, habían sido procesados el viernes por delitos graves. Eso llevó un proceso, y es 
necesario que la investigación lleve un proceso de maduración, de individualización, de determinación 
precisa de qué fue lo que hizo cada uno, para, en ese momento, sí detenerlos, con la finalidad de 
llevarlos a juicio. La Fiscalía no tiene la postura de llevar gente al juzgado por llevarla; sería mucho 
más gravoso para la imagen del sistema de justicia llevar a 200 personas al juzgado y largar a 199 
porque no dio el tiempo para saber qué hizo cada uno. 


Con respecto a lo que planteó el señor senador Pintado en cuanto al tema de la extracción 
social de los distintos partícipes, es un error y es un prejuicio bastante común; es una convicción que 
tenemos como producto de la selectividad del sistema penal. Nuestras cárceles están llenas de 
personas pobres, jóvenes y analfabetas. Es un dato de la realidad; no nos gusta y nos parece que no 
corresponde que así sea, pero así es como funciona el sistema porque es selectivo. Sin embargo, 
ocurren hechos de esta gravedad en los cuales la selectividad no funciona porque el impacto que tiene 
la gravedad del delito hace que se vaya sí o sí contra los responsables, y ahí es cuando nos 
sorprendemos. 


En definitiva, no podemos sorprendernos porque todas estas cosas se dan en lo que se 
conoce como el delito de muchedumbre. Individuos que en su vida de relación normal serían incapaces 
de matar una mosca, en la muchedumbre son capaces de cometer los actos más aberrantes. Esas son 
las características típicas del delito de muchedumbre. 


Si nos ponemos a hablar del papel de las redes sociales podríamos estar horas. Sí se las 
utiliza para llevar adelante la investigación y supongo que la Policía —aunque eso habría que 
preguntárselo al ministro del Interior— también las usará para tratar de prevenir determinados eventos. 


Con relación a la dimensión cuantitativa, si analizamos la cantidad de gente que asiste al 
fútbol, no es significativamente importante. Lo que sucede es que si tenemos 300, 400 u 800 personas 
que entran gratis a una tribuna —tal como se reconoció en la investigación que llevó adelante el doctor 
Rodríguez, como por ejemplo la Ámsterdam, pueden generar una conmoción importante. Ante el 
reclamo de la presencia de 200 o 300 efectivos de la Guardia Republicana en una tribuna con 800 
personas que entraron gratis, imaginen que el combo era complicado. Con esto no quiero participar de 
la discusión sobre si la Policía tiene que ingresar o no, porque eso no es resorte nuestro; simplemente 
digo que no es un fenómeno que tenga una magnitud muy grande. El tema pasa por ser selectivo en la 
determinación. Ha quedado demostrado que en este grupo de gente, cuando se sustituye a un 
integrante, inmediatamente entra otro a ocupar su lugar. Está claro que se utiliza a los espectáculos 
deportivos como pretexto para hacer dinero, para vivir de eso. Por eso decía que hay que cortar el 
ingreso de dinero ya que de esa manera se pierde el incentivo. ¿Por qué no van cuando juega 
Uruguay? ¿Por qué va la familia cuando juega Uruguay? Porque no hay incentivo económico, no hay 
barras bravas, no se da dinero para comprar fuegos artificiales o banderas. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


En resumen, repito, cuantitativamente no es un fenómeno que tenga una magnitud 
extraordinaria. Tampoco es que toda la hinchada de las instituciones mayores sean barras bravas. Hay 
un grupito de gente que es la que maneja esas cosas. 


Por último, quisiera señalar algo que estaba en la convocatoria y a lo que todavía no hemos 
hecho mención. Me refiero a la política de la Fiscalía General de la Nación sobre este tema. La ley que 
aprobó el nuevo estatuto de los fiscales recién se acaba de promulgar y está prevista la posibilidad de 
que el Consejo Honorario de Instrucciones Generales dicte instrucciones generales. Tengamos en 
cuenta que las instituciones que lo integran todavía no han designado a sus representantes. 
Evidentemente, hay temas que para nosotros, como Fiscalía General de la Nación, serán prioritarios. 
Todo lo que tiene que ver con la violencia de género es prioritario. Evidentemente todo lo que tiene que 
ver con los homicidios y las causas de estos —como los homicidios violentos— también es prioritario. 
Todo lo que tiene que ver con organizaciones —que las hay-— que se dedican a cometer delitos contra la 
propiedad y los mercados ilícitos que abastecen es prioritario. Y el tema de la violencia en el deporte, 
en función de la gravedad y el impacto que tiene, también es prioritario. Llegado el momento 
trabajaremos sobre ese punto, pero es un fenómeno que tiene un impacto muy grande en la sociedad. 
El deporte en la sociedad uruguaya tiene su impacto; no es cuantitativamente grave desde el punto de 
vista penal o delincuencial, sí lo es desde el punto de vista de los delitos que se cometen y del impacto 
que ello supone. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero dejar una constancia. 


Se dijo que Uruguay es uno de los países más seguros de América Latina. 
SEÑOR DÍAZ.- De los menos violentos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Recién busqué los números y América Latina es la región más violenta del 
mundo. 


SEÑOR DÍAZ.- También es verdad. 


SEÑOR BORDABERRY.- No perdamos de vista ese aspecto. Es decir, los más violentos son los 
países de América Latina, luego está África, Asia, Europa y Oceanía. No es un gran mérito tampoco. Y 
no somos los menos violentos, primero están Chile, Cuba, Argentina y recién después aparece nuestro 
país. No nos conformemos con eso. Quería hacer este planteo para que mi silencio no sea 
interpretado como un consentimiento de lo que se dijo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestro profundo agradecimiento por la información brindada. Creo que han 
sido muy fructíferos los aportes de nuestros invitados. La comisión se ha interesado mucho sobre los 
informes que nos han dado, como también de sus respuestas a las distintas preguntas. Ahora la 
responsabilidad la tenemos nosotros, de manera que nuestro trabajo refleje de la mejor forma sus 
planteos y contribuyamos de forma relevante para que los resultados sean los que buscamos como 
sociedad. Repito, les agradecemos mucho su comparecencia y estamos a las órdenes. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 14:03). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


